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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

SENTENCIA

la siguiente

-La Sala Primera del TrIbunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garcia-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura, don Manuel Diez de Velaseo Vallejo, doña Glo­
ria Bagué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don An­
gel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY,

En el recurso de amparo número 208/1980, promovido por don
Manuel Fidalgo Femández, representado por el Procurador don
Juan Antonio Garcla San Miguel y Orueta, y bajo la dlrecclón
del letrado don Eduardo Garela de Enterria, contra la senten­
ela de la Sala 5.- del Tribunal Supremo de 24 de septiembre de
1980, por supuesta vulneraelón del articulo 24.1 de la Constitu­
cIón, habiendo sido tambIén parte en el procedimiento el MI­
nisterio Fiscal, y siendo ponente el Magistrado don Angel La­
torre Se¡¡ura, quien expresa el parecer de la Sala.

1, ANTECEDENTES

1.. El 8 de noviembre de 1980 se presentó en este Tribunal
esento dei Procurador de loa Tribunales don Juan Antonio Gar­
cla San Miguel y Orueta, en nombre de don José Manuel FI­
dalgo Fernández. por el que se Interponla recurso de amparo
contra la sentencia de la Sala 5." del TrIbnnal Supremo de 24 de
septiembre de 1980, por supuesta vulneración del articulo 24.1
de la Constitución. De la demanda y documentos que la acom­
pañan resulta lo siguiente,

Al' El recurrente, Coronel de Infanterla de Marina, fue cla­
sificado por el Consejo Superior de la Armada para el ascenso
al grado de General de Brigada del mismo Cuerpo. en puesto
que consideró lesivo Ir. au derecho por privarle de la posibilidad
del ascenso a dicho grado. El! consecuencia, Interpuso recurso
Contencioso-Administrativo contra el acuerdo del oitado Cons..

jo Superior de la Armada que aprobó su clasificación. contra
el del mismo organismo que resolvió el recurso de revisión in·
terpuesto contra el anterior y contra dos Realea Decretos que
ascendlan a Generales de Brigada a dos Coroneles más moder­
nos que el recurrente. En la domanda correspondiente se alega­
ba, entre otros extremos, una serie de vicIos de procedimiento
en la tramitación del expediente de clasificación. Se advertla
que, a pesar de lo establecido en la disposición adicional terce­
ra, párrafo segundo de la Ley 78/1_, de 5 de diciembre, sobre
escalas y ascensos de Oficiales de la Armada, que excluía de
todo reCUESO, incluido el contencioso-admlnistratlvo, las resolu­
ciones en la materia. con la única excepción de que se alegasen
defectos de procedimiento, el articulo 24 de la Constitución
habla ampliado ese precepto" permitiendo la fiscalizacIón del
fondo, y solicitaba de la SaJa que se dictase sentencia por la
que se declarase la nulidad de todo lo actuado en el expediente
de clasificación del recurrente, revocando los actos administra­
tivos Impugnados, reponiéndolo en la plenitud de derechos de
su situación militar y condenando a la Administración a '101­
verlo a clasificar como elegible en el lugar que por justicia le
correspondla.

Bl Por la citada sentencia, el Tribunal Supremo desestimó
el recurso. En sus considerandos afirma que el articulo 24 de
la ConstitucIón -es una declaración de derechos y no expresa
la forma y medios en que tales derechos han de ser protegidos
por los Tribunales-, añadiendo que con arreglo al articulo 117.3
de la Constitución la extensión de la compeotencia de aquéllos
ha de ser fijados por las Leyes. _sin que haya quedado deroga­
do ni la disposición citada lIa adiclonal tercera de la Ley 78/
1988) ni el artlcuio 40 de la Ley de esta Jurisdicción na conten­
cioso-administratlvah. Pero aparte de esto, dice la sentencia, el
suplico de la demanda pide que se declare la nulidad de todo
lo actuado en el expediente de clasificación del actor y su nUeva
clasificación en el lugar que por justicia le corresponde, por lo
que -declarar sobre la clasificación que le es debida, fallar so­
bre el fondo del asunto seria una Incongruencia en relaclón
con lo pedido en la demanda, ;nfringiéndose el articulo 43 de
la Ley Jurisdiccional•.

Rechaza después la sentencia la existencia de los defectoa de
forma alegedos, y advierte (lue lo (lue pretende el recurrente
es que le valoren de nUeVO todas Isa circunstancias sobre el
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fondo de la clasificación, lo que estil vedado al Tribunal por
.no tratarse de una cuestión jurídica. sino de la apreciación
de las especiales aptitudes para acceder al empleo de Oficial
general... lo que corresponde efectuar, por precepto legal y la
normal organización de los Ejércitos. a quienes por su función
y conocimientos tienen competencia para lograr una acertada
conclusión-. Termina la sentencia, como ya se ha dicho, deses­
timando el recurso.

Cl Frente a esa sentencia del Tributlal Supremo se presen­
tó la demanda de amparo, centrada en el hecho de que aquélla
no había entrado en el fondo del asunto por no cónsiderarlo
recurrible, al dar prioridad a la excepción contenida en la re­
ferida Ley 78/1968 en relación con el -articulo 40, n, de la Ley
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (WCAJ, frente al
articulo 24 de la Constitución, siendo así que éste es de aplica­
ción Inmediata por los Tribunales ordinarios a tenor del ar­
ticulo 63.1 y de la disposición derogatoria tercera de la misma
Constitución. Por todo lo cual el recurrente considera vulnera­
do dich~ articulo 24.1, que reconoce el derecho a una tutela
judicial previa y sin reservas y porque se le ha situado en una
situación de indefensión. En el <suplico. de la demanda de
amparo se pide que se otorgue el amparo solicitado y se res­
tablezca al recurrente en la integridad de su derecho a una
total defensa. ordenando lo necesario para que con revocación
de la sentencia impugnada, la Sala que la dictó vuelva a pro­
nunciar sentencia con la expresa indicación de que deberil en
la misma entrar a conocer en las cuestiones de fondo de las
cuestiones recurridas, y deberil decidir la regularidad o no a
Derecho no sólo de los aspectos formales, sino de toda cuestión
de legalidad que se plantee en relación con los actos recurridos
en el recurso contencioso-administrativo, con todo lo demás que
se estime necesario para la efectividad del amparo q'Ue se otor­
gue al recurrente.

2. Admitida a trámite la demanda, se requirió la remisión
de las actuaciones de las mismas y el emplazamiento de quienes
hubieran sido parte en el procedimiento previo. todo ello por
providencia de 17 de diciembre de 1980. El 21 de enero del año
siguiente se presentó en este Tribunal escrito del recurrente en
que se comunicaba al Tribunal Constitucional, entre otros eX­
tremos. que se habla presentado recurso de revisión, y se decla
que, a su juicio. no habla inconveniente en tramitar ambos re·
cursos slmulttlneamente lel de revisión y el de amparo!. Por
auto de 4 de febrero de 1981 este Tribunal acordó> que si bien
el articulo 44.1, al, de la LOTC exige que se hayan agotado
todos los recursos utilizables dentro de la vla judicial como
requisito previo a la, lJ:lterposición de un recurso de amparo
contra actos u omisiones de un órgano judicial, entre esos re­
cursos no se incluye el de revisión, dado su cartlcter extraordi­
nario, pero que si el solicitante del amparo lo Interpone, sigue
instando en" Iá vla Tudiclál el reconocimiento y-protección de
lo que considera sus derechos, por lo que en este caso no puede
considerarse agotada la via judicial. por lo que proce'díasus­
pender la tramitación del recurso de amparo hasta tanto no
recaiga decisión del Tribunal Supremo sobre el recurso de re­
visión interpuesto.

3. El 17 de abril de 1982 se presentó ante este Tribunal es­
crito del recurrente comunicando que el Tribual Supremo habla
declarado-improcedente el recurso de revisión y solicitando que
se continuase la tramitación del recurso de amparo. De la copia
de la sentencia sobre el recurso de revisión que se acompaña
al precedente escrito resulta que dicho recurso se basaba en
que la sentencia impugnada no había resuelto la cuestión plan­
teada en la demaJ:lda, de la omisión o falta de determinados in­
formes pertinentes para la clasificación del recurrente, lo que
habria provocado, una incongruencia ante las peticiones del de­
mandante y el fallo, Incongruencia ineldstente según la citada
sentencia que resolvió el recurso de revisión. Por providencia
del TrIbunal Constitucional de 21 de abril de 1982 se acordó
reanudar el trilmite del, recurso de amparo y requerir el envio
de las actuaclones y los oportunos emplazamientos. Recibidas
las actuaciones se acordó, por providencia de 26 de mayo del
mismo aIIo 198', dar vista de las mismas al Ministerio Fiscal,
al Abogado del Estado y al solicitante del amparo por un plazo
común de veh¡tll dlas, para que durante él pudiesen presentar
1.. alegaciones que convinieren a su derecho.

4. En el plazo. otorgado las partes alegaron, en slntesls, lo
siguiente: .

Al El Ministerio Fiscal, Invocando el auto de 22 de octubre
de 1980 IR. A. 1SO/80l, que entendió derogado por la Constitu­
ción el articulo 40, dl, de 1.. LJCA, entiende que las mismas
razones, es decir, en virtud de lo dlsplle.to en los artlculos 106.1
24.1 de la Constitución son aplicables al apartado n del articu­
lo 40 de la citada LJCA, y que, por tanto, el TrIbunal Supremo
debió entrar en el fondo del asunto. con independencia de la
decisión que tomase sobre aquél. Por ello dice que le estime
el amparo, y que de acuerdo con el articulo 58.2 de la LOTC, se
eleve al pleno la oportuna cuestión de constItucionalidad del
citado articulo 40, jl, de la LJCA.

Bl El Abogado del Estado, en IUS ..legaciones, 19l1aló, en'
primer ténnino, la vaguedad del suplico de la demanda de am­
paro, en cuanto esto no concreta las éilestlones de legalidad de
fondo que, al parecer del recurrente, debió decidir la sentencia

del Tribunal Supremo impugnada. En segundo lugar, que la le­
sión del derecho constitucional alegado seria en todo caso impu­
table a un vicio de incongruencia contra el cual sería utilizable
el recurso de revisión, por lo que no se habrían agotado todos
los recursos utilizables en la vla judicial lart. 44.1, al, de la
LOTCI. Pero, siempre, según el Abogado del Estado, tal incon­
gruencia tampoco existe, porque la demanda en el recurso ~on­

tencioso-administratlvo pedía la nulidad de todo lo actuado en
el expediente de clasificación del recurrente, por lo que' se si­
tuaba en el marco de los defectos formales de dicho expediente,
aunque el cuerpo de la demanda contuviese argumentaciones
relativas al derecho del recurrente de ascender al Generalato
y se hiciese alusión a la derogación de ia disposición adicional
de la Ley 78/1968 por la Constitución. Por ello resultaria que en
el proceso de amparo se deduciría una pretensión distinta de la
que se formuló en el proceso contencioso-administrativo prece­
dente. Sigue razonando el Abogado del Estado, que por otra
parte no toda alegación de un vicio procesal de incongruencia,
aUn en la por él negada hipótesis de que existiera en este caso,
puede dar lugar a un recurso de amparo. e invoca en este sen­
tido la sentencia de este Tribunal de S de mayo de 1982, pues
las garantías constitucionales correspondientes son las que afec­
tan al principio de contradicción y al derecho a la delensa. que
pueden ser violadas en Jos supuestos de incongruencia «ultra
petitumlt, pero no «citra petitumlt . Estos últimos reflejarían, si
acaso, una infracción de la legalidad ordinaria, pero no de los
derechos constitucionales, que no confieren a las partes de un
litigio más que el derecho a un proceso contradictorio y a una
sentencia fundada, sea favorable o adversa a sus pretensiones.
Por último, el Abogado del Estado, tras examinar el contenido
de la sentencia impugnsda. entiende que en ella, al margen de
posibles inexactitudes de expresión, la Sala que la dictó ha
obrado como debe haC€rse ante cualquier caso tte potestades
administrativas discrecionales de contenido técnico, valorando
todo. aquellos aspectos a los que la discrecionalidad no debe
extenderse. Termina solicitando que se dicte en su dia senten­
cia desestimatoria del recurso plan~eado.

S. Por providencia del dla ~7 de abril del presente sño. se
señaló el dla 4 de mayo del mismo año para deliberación y fa­
llo. Ese dla. se deliberó y votó.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

'1. La Abogacia del Estado alega como cuestión previa a la
deciSIón sobre el fondo del presente recurso la existenCIa de un
cambio de pretensión en el mismo respecto a la que se dedujo
en el procedimiento contencioso-administrativo que suscita la
petición actual de amparo. En la demanda ante la jurisdicción
contencioso-administrativa lo que realmente se.pedi.. era la nu­
lidad de todo lo actuado en el expediente de clasificación del
recurrente. No se pedia, por tanto, que el órgano judicial deci­
diese sobre la procedencia del ascenso, .sino la reproducción del
trámite y del acto resolutorio por la propia Administración. La
consecuencia sería" según la Abollacla del Estado, que se pide
ahora en el recurso de amparo un tipo de senttlncia que no se
pidió en el proceso precedente, y ello es contrario a la natura­
leza misma del recurso de amparo. en el que ,no se puede re­
clamar contra una decisión judicial lo que no se solicitó en el
proceso que dio lugar a ella. Respecto a este razonamiento hay
que señala. que en términos generales es correcto, puesto que
el recurso de amparo contra decisjones judiciales. para limitar­
nos al supuesto que aquí interesa, se interpone precisamente
para reparar la vulneración de derechos fundamenta les produ­
cidos por aquellas decisiones en las cuestiones sometidas a los
órganos judiciales para su resolución.

Sin embargo. y dado el tantas veces reiterado carácter no
formalista de este Tribunal, resulta que en el presente caso no
sólo se suscitó, en forma expresa, la posible derogación del ar­
ticulo 40, fl, de la LJCA por el articulo 24 de la Constitución.
sino que la misma sentencia impugnada en su primer conside­
rando afirma que .tal disposición constitucional es una declara­
ción de derechos y no expresa la forma y medios en que tales
derechos han de ser protegidos por los Tribunales•. e insiste en
que con arreglo al articulo 117.3 de la Constitución la' compe­
tencia de los Tribunales ha de ser establecida por las Leyes, lo
que supone que el articulo 40 de la citada LJCA no ha quedado
derogado, como tempoco la disposición adicional tercera de la
Ley 68/1978. De todo lo cual se deduce que la sentencia deba­
tida contiene afirmaciones clarlslmas sobre la cuestión suscita­
da en el recurso de amparo y no puede sostenerse, por tsnto,
que en este se planteen extremos no contemplados por la deci­
sión judicIal contra el qüe aquél se dirige.

2. Entrando ya en el fondo de la cuestión planteado en el
recurso de amparo, se centra 6ste en la posible derogación del
artículo 40, n, de la LJCA por el articulo 24 de la Constitución,
con la consecuencia de que la Jurisdicción Contencioso-Admi­
nistrativa puede y debe entrar no sólo en los defectos de proce­
dimiento producidos en la aplicacIón de la Ley 7811968 sobre
escelas y ascensos en los CUerpos de Oficiales de Marin!!, sino
también en el fondo de las ClUestlones que promueva dicha apli­
cación. La argumentación bAslca del solicitante del amparo es,
en efecto, que el citado articulo 40, n, excluye del recurso con­
tencioso-admInistrativo los actos que le dIcten en vIrtud de una
ley que expresamente les excluye de tal recurso y que la dls-
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¡ici6n adicional tercera de la citada Ley 78/1968 dispone que
ntra los actos., resoluciones que se adopten en aplicación d.
misma en lo que .s8 refiere a las clasiticacion8a y su. conse­

ancias no se dará recurso alguno. incluso el contencioso-.e!:'
.nistrativo, cOll-la imica excepción de que se aleauen defectos

procedimiento. Pero que esas limitaciones deben entenderse
rogadas por el articulo. 24 de la Constitución, que al recono­
r a todas las personas el derecho a obtener 1& tutela efectiva

los jueces y tri bunalas en el ei ercicio de sus derechos e ln-
"eses legitimas, impide que se excluya de la tutela judicial
19una de eSO::i derechos e intereses. y en· el caso que motiva"
presente recurso. el derecho del soltcltaD¡te del amparo a ser

:sificado como le corre.'>ponde legalmente para JU promoción
Generalato. .
Ante todo" y para situar debidamente el problema planteado,

:lVlena I'€cordar una. vez mAs que los derecho! fundamentales
libertades públic/1s; reconocidos en la Constitución Ion de apl1­
:;ioo dIrecta, sin que sea necesario para IU efectividad un
;arrollo legislativo (art. 53 de la Constitución>. No cabe opo-:.
r a este principio en el ca::;o del articulo 24 lo dispuesto en
articulo 117.3, ambos de la Constitución, como hace la i\en~

lcia impugnada, pues este últimd precepto se limita a esta­
;cer, en lo que aqui interesa, que las normas de competencia
an fijadas pur las leYtls, y no ImpJica en modo Id.uno Que
has normas puec1ün ne.ur la tu~ela )uaicial etecUva qua pres­
ce el artlcu~o 24, smo qUe elia", deben esLabtecer cuáles son
cad.a caso los organos lLiUICJ.I::l.les a tos que corresponde pres~

aqu9lia tutela, la qti.e es una cUestión eVldentemente distln­
t'or olora pane, e.l Ul<.l.UO arüculo 24 de 1& (;onsLlluclón no

;)01.16 na,UIetlULt)n.e que VU:l. JUl1tilllCClOUal nan d.e marcar las
as partl. o~oq~ar U:l, LU,ett:l. Juu1t:lal, csta es una cuesuOn de
aiJuaet OrOtül:l.Cla, '1 CUt:l.lquudr vla sirva .lampre que cumpla
re4U.lsl,OS COnSlHU(;l.OLl¡,:ues t:ti~l:l.OLIJCId.OS para ta aamlnlstea­

II oe JUS~t(.la. Lo UUlCO reH;!'/iiJ.lua desde el. pUtlto da VISLa (,005­
.Le10nal es l.¡ua eXista esa Lute.la Judicial, con indepel1etencia

or8"'1Iu que .llit prtO:>Le en Laaa Laso. .
Ahora bl'-'U, et arUCUlO <:l, aJ. ae la LJCA dispone que no
rtl:>pO••U~L-an a ia jUnsalCCtOn c....nLencio;;>o~aetmtu.st.caüva ..las
,::;tluLlas ne Inclol$ CIVil o peHai a,l,rü>ul.da¡ a la JuriSdicción
marl& y l:iqueüC:l.s O,nl$ ql.l.e, aunque relacionaa&s con actos
la AUtJlUHSlfaclun t'UOltC.d., Se üt.nbuyen por una Ley a la

iSClicCI<Jl1 socil:\l o a Oi.rtb JunsdlCCtOnas». La interpl-eLaclón
ema[J(,u Od es,e ,lJrtlCeplO y nel cun~enl(10 en el articulo 40, f).

-la ffil::;ma Ley, cunciuce a la conclUSión de Q.ue cuando el
lculo 4U, 1), no admite el recurso contencioso+aoministrativo
tea -los ac¡,os que se dicten en vlrtud de una ley que eX~

sam<:lnte les exciuya c1e la via con~encioso·acim.nlstrat!va..Se
~ reÍlnenaoa los ca..os en que la ley a que rem.lte no admite
guna vla de recurso por nwguua otra Jurisdiccion. puea en
hlpo.es.s r..ontntna t:stanamos ante el supuesto de no suje­
a al procedimiento cúnLen(;1(.¡so~adminlstratlvo preVisto en
:itado anicul0 2, al. de la W<":A. Es decir, el 40, fJ. exctu18

recur::iO comenClOS0,aUIll1111stn:ltivo actos 'que ·normUlmente
,ieran permmr.lo y que contra lo,. Que no ae admite ni11.&una
1. ciase ae tutela judlCtal. .E..n este se.ntldo. el articulo 40, n.
de entender::>e derogado por la disposición derogatona ter­

J. de la ConstituciOn y 10 mismo ha de decirse por las mis­
> razones de la disposicion adidonal tercera de la Ley 781
l.
i. De esta afirmación no se sigue, en este caso, que el pre~

te recurso de amparo haya de ser estimad'6 y, en canse­
ncia. anulada -te. sentencla impugnada. En efecto, la deman­
de amparo soiicJta que este Tribuna.l Constitucional decida
por el Tribunal Supremo se dicte nueva sentencia en la
..deberá entrar á conocer de las cuestiones de fondo Oe

resoluciones recurridas y deberá decidir la regularidad o
a derecho de toda cuestIón de legalidad en relación con
actos recurridos en el procedimiento contencio30~admims·

Jvo".
)ero como señala la Abogacía del Estado, no se precisa en
la demanda cuáles sean las cuestiones de legalidad rela­
s al fondo del asunto. De la lectura de 1& misma demanda.
'a sentencia impugnada y demas documentación que consta
lutos se deduce que el fondo del asunto conSiste solamente
la discrepanGia del recurrente con la clasificación de que
sido objeto por el Consejo Superior de la Armada para su
ibilidad al empleo de General de Brigada. por' entender
no se han valurado correctamente sus méritos y circunl­

jas personales. y 10 que pide es una. revisión de aquella
ificación. Dado que no se aduce nlnpna otrao posible
la de anulación de la clasificación lmpugnada, como podrfa
p~r ejemplo, la desviadO n de poder, hay que concluir que

nClO sobre el puesto que en la relación de elogibles mereció
'ecurrente al Consejo Superior de la Armada no es una

)27 Sala Segunda. Recurso eh amparo número 362/198íl;
Sentencia número 40/1983, de 18 d4r mayo.

l. Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
o Llorente, clon Luis: Diez Picaza y Ponce de León, don
c~sco Tomás y Valiente, don Antonio Trufol Serra y don
CISCO Pera. Verdaguer, Magistrados, h~ pronunciado

cuestión de le.alidad. sino .\!Da cuestiÓll técnica, y eaoapa, por.
tanto. al control jurisdiccional. Esto ea lo que dice en forma
expresa 1& sentencia impugnada al attrmar que no puede eJ1.
trar en el londo ..por no tratarse de una cuestión jurídica. linO
de la apreciación de las especiales aptitudes para acceder al
empleo de Oficial General en el momento en que se produce
la clasificación y con proyección al futuro, que ea cuando ha
de deSEmpeñar dicho mando. lo que corresponde efectuar. ¡)or
precepto. legal y 1& normal organización de loa Ejércitos, a quien
por su función y conocimiento tiene competencia. para lograr
una acertada conclusión". Tal fundamentación de la aentencia
se corrobora sI S8 tiene en cuenta los principiol báBtcoa qua
informan la legislación sobre clasificación '1 ascensos oflcialel
de Marina. ~s1, el artículo 8.- de la Ley Establece qUe toda
clasificación estará basada en el análisis más minucioso J lid..
digno posIble de las circunstancia¡ de loa interesadol en todOI
los aspectos de su personalidad, c.ompetencia J actuación pro­
fesional. especialmente en ocasión de guerra o de ¡raye respon­
sa.bilidad, as1 como en destinos d. embarco, mando o dirección.
enjuiciándolos en función de la¡ misiones de su Cuerpo. Escala
o Grupo», criterio que reitera el artículo 22 del Real Decré~
to 2008/1978. En esas disposiciones ae .detallan los elementol de
juicio de Que debe disponer el Consejo Superior de la Armada
para llevar i. cabo la valoración de 101 interesados en orden •
su,idoneidad para el a.scenso¡ le dilpone que del astudio y ana­
lisis ..del conjunto» de esos elementoa se llegará a. obtener UD
-concepto concreto.. de dichos interesado!! que permite IU cla­
sificación y, en su caso, la ordenación de los _componentel del
grupo según los conceptos obtenidos y • respecto a 1& ordena­
ción, _por comparaciones sucesiva." (articulo 22· del Real De­
creto citado). Resulta claro que eS. valoración conjunta de las
dlversas circunstancias que concurren en un oficial de 1& Ma~
rina para su aptitud previa al ascenso no pueden hacerla mis
que los órganos de la Administración especializados para ello.
en este caso el Consejo Superior de la Armada. y no los Tr1~
bunales de Justicia; de donde se deduCe que habiéndose fun~

dado. expresamente la desestimación dal recurso contencioso en
dicha causa hay que entender que la sentencia impugnada no
vulnero el derecho a la tutela íudicial efectiva del recurrente.

4. La conclusión -a que ~se llaga en este caso concreto no SU~
pone, •naturalmente. ·desconocer el derecho a la tutela Judicial
efectiva ·recogida en el articulo.24-1 de la Constitución; ni el
principio del somEftlmieneto pleno de la Administración Pública
a la Ley 'Y al- Dereeho (articulo 103..:2). ni· la· engencta -del con';'
teol judicial sobre la legalidad de la actuación adminiltratiVa
y su sumisión a los fines Que 1& justifican (articulo 106·1). Tam­
poco supone ignorar los esfuerzos. que la jurisprudencia ., la'·
doctrina han realizado y realizan para que tal control judicial
sea lo mas amplio y iefectivo posible. Pero no puede olvidarse
tampoco que ese control puede encontrar en algunos casos li·
mites determinados. As:( ocurre en cuestiones que han de re·
solverse por un juicio fundado en elementos de carácter eXclu~

sivamente técnico, que sólo puede ser formulado por un ór¡ano
especializado d" la Administración y. que en si mismo escapa,
por su propia naturaleza, al control juridlco q\le ea el único que
pueden ejercer los órganos Jurisdiccionales J que, naturalmen­
te, deberán ejercerlo en la medida en que el juicio afecte al
marco legal en que se encuadra, e8 decir, sobre las cuestiones
de legalidad, COMP dice la propia demanda de amparo, que 18
planteen en el caso. utilizando al efecto tod.s Iaa posiblUdades
que se han ido incorporando a nuestro acervo jurfdlco. Y como
en el presente recurso no se ha concretado QU. cuestiones de
legalidad se suscitaI'l ni pueden deducirse de los datolque
constan en autos, al reducirse el problema, a 1108 dis.crepanc1a
del interesado respecto a la valoración de sus circunstancias
para su clasificación y ser Qsa -valoración, como ya se ha dicho.
de índole estrictamente téCTlica, procede desestimar por l&.<!l ra·
zones indicadas el presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo e~puesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPA¡;¡OLA.

~Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don Ma·
Duel Fidalgo Fernández.

Publfquese- esta sentencia en el ..Boletín Oficial del Estsdo...

Madrid, 16 de mayo de 1983.-Manuel Garcia·Pelayo y Alon·
so.-Angel Latoree Segura.-Manuel D1ez de Velasco Vallejo.­
G!oria Begué Cantón.-Rafael GÓmez~FerrerMorant.-AngelEs·
cudero del Corral.-Firmados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo, promovido por la Sociedad ..Mer~
cados y Análisis, S. A.», representada por el Procurador de los
Tribunales don José Lula. OrllZ Cadavate y pw. Maurl. F el...

r


